	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ
 

Consta en autos que, el 17 de noviembre de 2003, la ciudadana ADA LISBETH MARÍN, titular de la cédula de identidad n° 13.925.476, mediante la representación de las abogadas Gregoria Josefina Berrios Andara y Dexi Berrios Andara, con inscripción en el Inpreabogado bajo los nos 22.207 y 52.089, respectivamente, intentó, ante el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio de la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, amparo constitucional contra Representaciones Lumenca C.A., con inscripción en el Registro Mercantil II de la Circunscripción Judicial del Distrito Capital y Estado Miranda el 22 de febrero de 1989, bajo el n° 5, Tomo 48-A Sgdo, por su contumacia en el cumplimiento de la providencia administrativa n° 117, que dictó la Inspectoría del Trabajo del Estado Trujillo, para cuya fundamentación denunció la violación de sus derechos a la defensa al debido proceso y a la estabilidad laboral que acogieron los artículos 49 y 93  de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

El 5 de febrero de 2004, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental juzgó sobre la pretensión que fue interpuesta y la declaró con lugar.

Después de la recepción del expediente de la causa, se dio cuenta en Sala por auto del 21 de abril de 2004 y se designó ponente al Magistrado Pedro Rondón Haaz.

 

I

DE LA CAUSA

El 19 de noviembre de 2003, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, previa distribución, con fundamento en los artículos 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, 193 y 29.3 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y en la jurisprudencia vinculante de esta Sala Constitucional, declaró su competencia para el conocimiento de la pretensión de amparo y la admitió.

El 16 de diciembre de 2003, se realizó la audiencia pública, en cuya acta se dejó constancia de la asistencia de la representación judicial de la quejosa y del abogado Ramón Ricardo Araujo Coronado, con inscripción en el Inpreabogado bajo el n° 10.642, apoderado judicial de la supuesta agraviante.

El 7 de enero de 2004, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo declaró con lugar la demanda de amparo y ordenó la remisión del expediente al Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo Región Centro Occidental, con sede en Barquisimeto, para la consulta de su decisión, en cumplimiento con lo que preceptúa el artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

El 30 de enero de 2004, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo Región Centro Occidental, con sede en Barquisimeto, dio entrada al expediente continente de la causa y fijó oportunidad para su decisión. Luego, el 5 de febrero de 2004, confirmó el fallo del Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo y, por ende, declaró con lugar la demanda de amparo.

El 25 de marzo de 2004, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo Región Centro Occidental, previa notificación de las partes mediante comisión al Juzgado Primero de los Municipios Valera, Motatán, San Rafael de Carvajal y Escuque de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, remitió a esta Sala Constitucional el expediente continente de la causa para la consulta de su decisión, en razón de la paralización de las actividades de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo y con fundamento en la decisión de esta Sala del 17 de diciembre de 2003.

El 21 de abril de 2004, se dio cuenta en Sala del expediente.

 

II

DE LA PRETENSIÓN DE LA PARTE ACTORA

1.
Las apoderadas de la parte actora alegaron:

1.1
Que su poderdante desempeñó el cargo de operadora de mantenimiento en Representaciones Lumenca C.A. (supuesta agraviante). 

1.2
Que, el 11 de julio de 2003, la supuesta agraviante solicitó, a la Inspectoría del Trabajo del Estado Trujillo, autorización para el despido de su representada con fundamento en los literales “c” e “i” del artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo.

1.3
Que, el 15 de julio de 2003, su patrocinada solicitó, ante la Inspectoría del Trabajo del Estado Trujillo, la suspensión del procedimiento de autorización de despido, así como el reenganche a su puesto de trabajo con fundamento en el artículo 457 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

1.4
Que, el 28 de julio de 2003, la Inspectoría del Trabajo del Estado Trujillo, mediante providencia administrativa n° 117, declaró la suspensión del procedimiento, hasta cuando se produzca el reenganche de su representada y el pago de los salarios caídos. 

1.5
Que “el motivo que (los) impulsa a incoar la presente acción es la actitud negativa de la referida Empresa LUMENCA, C.A. al no permitir a (su) mandante de autos ejercer sus funciones laborales además que le ha ocasionado gravísimos daños, pues, hasta la fecha no le han pagado su salario; el cual era para el momento de su despido equivalente al salario mínimo...”.

2.
Denunciaron:

La violación de sus derechos a la defensa al debido proceso y a la estabilidad laboral que acogieron los artículos 49 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por cuanto la compañía demandada se niega al cumplimiento de la providencia administrativa que ordena el reenganche y pago de los salarios caídos a su representada.

3. 3.                   Pidieron: 

“...sea admitida la presente acción de amparo, sustanciada conforme a derecho y sea declarada Con Lugar en la definitiva, con la consecuente condenatoria en costas...” (sic).

 

III

DE LA COMPETENCIA DE LA SALA

Esta Sala Constitucional, con fundamento en los artículos 266, cardinal 1, 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, declaró su competencia para el conocimiento de las apelaciones y consultas respecto de las sentencias que, en materia de amparo constitucional, dicten los Juzgados Superiores de la República, salvo el caso de las que pronuncien los Juzgados Superiores en lo Contencioso Administrativo, pues en estos casos, su alzada sería la Corte Primera en lo Contencioso Administrativo. 

En el asunto de autos, la consulta fue elevada respecto del fallo que pronunció, en materia de amparo constitucional, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental, por lo que, en atención a lo que antes fue expuesto, la competencia para el conocimiento de la consulta en referencia no correspondería a esta Sala Constitucional. Sin embargo, por cuanto es un hecho notorio que la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo no está en funcionamiento, temporalmente, para los justiciables, esta Sala Constitucional estableció que, de manera excepcional y temporal (mientras perdure la referida situación de inaccesibilidad), conocería, per saltum, de las apelaciones o consultas cuyo conocimiento compete, originalmente, a aquella. Así en sentencia n° 3533, del 17 de diciembre de 2003, señaló:

“...Por otra parte, como máxima garante de los derechos y garantías constitucionales y en resguardo, especialmente, de los derechos a la defensa y a la tutela judicial efectiva, la Sala acuerda que, a partir de la oportunidad de la publicación de esta sentencia y mientras perdure la situación que se ha narrado, las decisiones en materia de amparo que tomen los Juzgados Superiores en lo Civil y Contencioso Administrativo, cuya alzada corresponda a la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, en forma excepcional y temporal, mientras perdure la circunstancia de inaccesibilidad de aquella Corte, serán conocidos en apelación o consulta, per saltum¸ por la Sala Constitucional de este Tribunal Supremo de Justicia. Así, igualmente, se decide”.

 

Con fundamento en lo anterior, esta Sala Constitucional resulta competente, excepcionalmente, para la decisión de la consulta en referencia, y así se decide. 

 

IV

DE LA SENTENCIA OBJETO DE CONSULTA

En el caso sub examine se produjeron, con fundamento en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y en las decisiones de esta Sala (vide ss del 14.03.00, caso: Yoslena Chanchamire; y de 20.11.02, caso: Ricardo Baroni Uzcátegui), dos decisiones para el agotamiento de la primera instancia de conocimiento de la pretensión de amparo constitucional que fue propuesta. Por un lado, el fallo del Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo (7 de enero de 2004) y, por el otro, el del Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental (5 de febrero).

Así, el juez del Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo falló sobre la pretensión de amparo en los términos siguientes: 

“...PRIMERO: CON LUGAR, la acción de amparo constitucional, interpuesta por las ciudadanas GREGORIA JOSEFINA BERRIOS ANDARA y DEXI BERRIOS ANDARA, inscritas en el Inpreabogado bajo los números 22.207 y 52.089, actuando en nombre y representación de la ciudadana ADA LISBETH MARIN venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad número 13.925.476, contra la empresa REPRESENTACIONES LUMENCA C.A., firma mercantil debidamente inscrita en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, bajo el Nro. 5, tomo 48-A Sgdo., de fecha 22 de febrero de 1989, con posteriores reformas, siendo su última modificación en fecha 27 de diciembre de 1999, bajo el número 07, tomo 346-A Sgdo.; en la persona de su representante legal EDGAR PAEZ CAMARGO, titular de la Cédula de Identidad número 4.360.090, por la presunta violación de los derechos constitucionales previstos en los Artículos en los artículos (sic) 49, 88, 89 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela conforme fueron denunciados.

SEGUNDO: Se ORDENA el cumplimiento inmediato de la Providencia Administrativa Nro. 117 de fecha 28 de julio de 2004, emanada de la Inspectoría del Trabajo del Estado Trujillo.

TERCERO: Se condena en costas a la empresa Representaciones LUMENCA, C.A., anteriormente identificada por haber resultado totalmente vencida en el presente procedimiento, de conformidad con los dispuesto (sic) en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

CUARTO: El presente mandamiento de amparo debe ser acatado por todas las autoridades de la República so pena de incurrir en desobediencia a la autoridad.

QUINTO: Expídase por Secretaria tres (03) ejemplares de certificaciones del presente fallo, entréguese un ejemplar a la parte accionante, un ejemplar a la accionada y remítase el tercero junto con copia certificada del presente expediente al Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo Región Occidente, con sede en la ciudad de Barquisimeto, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes al vencimiento del lapso para la publicación del presente fallo, a los fines de la consulta correspondiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

SEXTO: Publíquese y Regístrese.

No es necesario notificar a las partes por cuanto se dicta dentro del lapso”.

 

Como fundamento de su veredicto el sentenciador del Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo señaló:

“...en el presente caso fue reconocida por ambas partes la apertura de un procedimiento administrativo por ante la Inspectoría del Trabajo y la existencia de una Providencia Administrativa que ordenó el reenganche de la accionante y el pago de salarios caídos, así como también ha sido reconocido por ambas partes que hasta la presente fecha no se le ha dado cumplimiento a la orden contenida en esa Providencia Administrativa cuyo incumplimiento ha sido denunciado en esta causa. Asimismo, durante el desarrollo de la audiencia constitucional la parte recurrida no negó los hechos invocados por la parte accionante, limitándose a proponer el pago de las prestaciones sociales y los salarios caídos lo cual constituye un reconocimiento tácito de los hechos denunciados que dieron motivo a la presente solicitud de amparo constitucional de los derechos consagrados en los artículos 49, 88, 89 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y ASÍ SE DECIDE”.

 

Por otro lado, el juzgador del Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental cuando emitió el pronunciamiento objeto de consulta (fallo que agotó la primera instancia constitucional) declaró:

“...CONFIRMA la sentencia dictada por a quo (sic) en fecha 07/01/2004 y declara CON LUGAR la presente acción de amparo incoada por la ciudadana ADA LISBETH MARIN, venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad Nro. 13.925.476, asistidos por las ciudadanas GRETORIA JOSERFINA (sic) BERRIOS ANDARA Y DEXI BERRIOS ANDARA, abogadas en ejercicio, e inscritas (...), en contra de la empresa REPRESENTACIONES LUMENCA, C.A., inscrita (...), representada por la ciudadano (sic) RAMÓN RICARDO ARAUJO CORONADO, abogado en ejercicio, e inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nro. 10.642 y, ordena como mandamiento de amparo el cumplimiento de la Providencia Administrativa Nro. 117, dictada por la Inspectoría del Trabajo del Estado Trujillo, de fecha 28/07/2003, la cual corre inserta en el expediente a los folios 28 al 30, en copias certificadas, en los términos y condiciones en ella establecidos, de manera inmediata so pena de desacato”.

 

A manera de basamento de su decisión, el Juzgado Superior a quo constitucional indicó:

“...visto que la Providencia Administrativa Nro 117, no fue objeto de impugnación por la parte presuntamente agraviante, este Tribunal lo tiene como cierto y, por cuanto no existe ninguna situación de hecho o derecho, que impida la ejecución de la providencia administrativa por vía de amparo y, siendo lo importante el restablecimiento de la situación fáctica del trabajador, este tribunal CONFIRMA la sentencia dictada por la juez a quo en fecha 07/01/2004 y, declara CON LUGAR la presente acción y ordena como mandamiento de amparo el cumplimiento de la Providencia Administrativa Nro. 117, dictada por la Inspectoría del Trabajo del estado Trujillo, de fecha 28/07/2003, la cual corre inserta en el expediente a los folios 28 al 30, en copias certificadas, en los términos y condiciones en ella establecidos, de manera inmediata so pena de desacato y así se decide”.

 

V

ALEGATOS DE LA SUPUESTA AGRAVIANTE

En la oportunidad de la audiencia pública, el apoderado judicial de Representaciones Lumenca C.A. alegó:

1.
Que “[v]engo en representación de la Empresa LUMENCA C. A., vengo hoy de conformidad con el Artículo 125 en concordancia con el 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, a propone (sic) pagarle las prestaciones sociales y salarios caídos hasta el día 15 de Enero” (sic).

Luego, cuando ejerció su derecho a réplica expresó:

2.
Que “[l]a trabajadora es problemática para la Empresa, por lo que insist(e) en el pago de las prestaciones sociales y salarios caídos hasta el día 15 de enero de 2004”.

En respuesta a la pregunta del Juez del Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo referente a la terminación del procedimiento administrativo, señaló: 

3.
Que “[e]l procedimiento no se termino (sic) sino que el despido fue anticipado, por lo que es en base a ello que esta(n) proponiendo el pago de las prestaciones sociales y salaros caídos”.

 

VI

MOTIVACIÓN PARA LA DECISIÓN

En el presente caso, la peticionante de amparo denunció el incumplimiento de la providencia administrativa n° 117 que dictó la Inspectoría del Trabajo del Estado Trujillo el 28 de julio de 2003, mediante la cual declaró, con fundamento en el artículo 457 de la Ley Orgánica del Trabajo, la suspensión del procedimiento administrativo que instauró la supuesta agraviante para la autorización del despido de la quejosa, hasta el efectivo reenganche y pago de los salarios caídos; es decir, que pretende, mediante esta vía de tutela constitucional, la ejecución de la referida providencia.

Como fundamento de su pretensión de amparo la supuesta agraviada denunció la vulneración de sus derechos a la estabilidad laboral, debido proceso y a la defensa.

Por su parte, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental, cuando conoció en consulta la decisión del Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, con fundamento en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, para el agotamiento de la primera instancia constitucional, confirmó dicho fallo y, por ende, declaró con lugar la demanda de amparo, en razón de la firmeza de la providencia administrativa y la falta de procedimiento para su ejecución por parte del ente administrativo.

Ahora bien, esta Sala Constitucional reconoció la imposibilidad de los entes administrativos (Inspectorías del Trabajo) para la ejecución de sus actos administrativos en el que resolviesen conflictos subjetivos de intereses de naturaleza laboral, en razón de la ausencia de disposiciones adjetivas que establezcan un procedimiento específico para su ejecución forzosa en caso de desacato del patrono, pues sólo preceptúa un procedimiento sancionatorio, que regula el artículo 647 de la Ley Orgánica del Trabajo, con el cual el trabajador no logra la satisfacción de su pretensión que haya sido reconocida por la administración. 

De esa manera lo entendió esta Sala Constitucional cuando señaló:

“...Jurídicamente no puede ser el procedimiento sancionatorio el destino procesal de la ejecución, pues su objeto constituye una premisa distinta a la que anima al trabajador, parte en un proceso administrativo, que no tendría interés alguno en la reivindicación del imperium por parte de la administración pública, lo que sin dudas nos lleva a la interrogante, ¿puede ser legítima la carga procesal que se me imponga si ella en nada contribuye a la realización de mi pretensión?. Es decir, si lo que se persigue es concretar mi reenganche, ¿qué interés puedo tener en que se multe a mi patrono? y, por otra parte, la facultad sancionatoria prevista en la Ley Orgánica del Trabajo se encuentra atribuida a la Inspectoría del Trabajo, por lo que mal podría depender la satisfacción de mi pretensión de circunstancia distinta a la que constituye mi propia esfera de actuación procesal...” (s SC n° 1318/01, del 02 de agosto, caso: Nicolás José Alcalá Ruiz).

 

En razón del vacío legal existente para el logro de la ejecución forzosa de las providencias administrativas por parte de las Inspectorías del Trabajo, y en resguardo de los derechos constitucionales de los trabajadores, se estableció, como solución loable, la pretensión de amparo constitucional contra la falta de cumplimiento voluntario de la providencia administrativa de parte del patrono obligado, cuya competencia, para su conocimiento y resolución, se atribuyó –con criterio vinculante- a los tribunales especiales en lo contencioso administrativo.

En estos supuestos, por cuanto no puede exigirse al ente administrativo (Inspectoría del Trabajo) la ejecución forzosa de su acto administrativo, pues no existe una norma legal expresa que establezca dicha atribución (razón por la cual se descarta, en estos casos, el recurso de abstención o carencia), la pretensión de amparo se dirige contra el patrono contumaz causante del agravio constitucional por su incumplimiento, en cuyo caso los tribunales con competencia en lo contencioso administrativo se sustituyen en la administración para la ejecución forzosa de su providencia administrativa, en tutela eficaz de los derechos constitucionales del trabajador ganancioso, sin que se contraríe, en modo alguno, la cualidad de ejecutividad e ejecutoriedad de los actos administrativos, pues en estos casos, se insiste, la administración carece de un procedimiento legalmente establecido mediante el cual se logre la satisfacción de la pretensión del trabajador.             

De esa manera lo entendió esta Sala cuando en el fallo ut supra citado (n° 1318/01) señaló:

“...Podría pensarse que el ejercicio del mecanismo procesal previsto en el numeral 23 del artículo 42 y 182.1 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, denominado por la doctrina y la jurisprudencia recurso por abstención o acción de carencia, sería idóneo para procurar la ejecución del acto, sin embargo, adviértase que éste constituye un instituto dirigido al cumplimiento de una obligación legal de carácter específico, no satisfecha por la Administración, es decir, su utilización presupone la consagración de una obligación específica, expresamente prevenida en una norma legal, a cargo de la Administración, que se ha negado o ha omitido cumplirla, lo que no ocurre en el caso de autos, en el que, por una parte, la acción va dirigida hacia el patrono y es el que causa el agravio con su inactividad al desacatar la orden administrativa y, por la otra, porque sobre la Administración no pesa esa obligación específica exigida para que prospere ese mecanismo jurisdiccional, pues como ha quedado expuesto, existe un vacío legislativo, no existe regulación que imponga una determinada conducta a la Administración (distinta por supuesto a la imposición de la multa) para lograr la real y efectiva ejecución de su providencia, de allí que no se trate de una omisión injustificada de la Administración. 

La legislación laboral, no ofrece una solución adecuada, de allí que en caso de verificarse un incumplimiento por parte del patrono obligado por el organismo administrativo a acatar una determinada orden, y ante el vacío legislativo existente al respecto, por no aparecer en la ley un procedimiento tendiente a obtener la ejecución forzosa de la providencia administrativa, en casos como el de autos, debe buscarse una solución satisfactoria. Pues ello no puede ser óbice para evitar que la actividad jurisdiccional logre, con una perfecta administración de justicia, alcanzar el objetivo asignado. No podría sin incurrir en una violación al orden jurídico constitucional, derogar los principios que supeditan la actividad de las ramas del Poder Público al control de su correspondencia con el Derecho por parte de los órganos jurisdiccionales.

(...)

Así, dado que a la jurisdicción contencioso administrativa le compete el conocimiento de las demandas de nulidad en contra de las decisiones administrativas provenientes de los órganos de la Administración del Trabajo; en el ejercicio de esa competencia, debe poseer igualmente la potestad para resolver los conflictos que surjan con motivo de la ejecución de ese tipo de providencias que han quedado firmes en sede administrativa tal como lo es, se insiste, para conocer de su nulidad.

Asimismo, en el ejercicio de esa competencia deben dichos juzgados conocer de los problemas de ejecución que, de ese tipo de resoluciones, se susciten, cuando se interpongan acciones de amparo relacionadas con esta materia. Tal como lo señalara esta Sala en reciente decisión del 26 de julio de 2001, caso: “USAFRUITS”, en la que se sostuvo:

‘Como ya lo ha señalado esta Sala, las decisiones administrativas deben ser ejecutadas por la administración o por los órganos contencioso administrativos y no puede el órgano jurisdiccional que no actúa como órgano contencioso administrativo sustituirse en las obligaciones de los órganos administrativos ordenando la ejecutabilidad de los actos y llevándolas a cabo, a menos que la Ley así lo establezca.’ ...” (Sic. resaltado y cursivas del fallo).

 

En el caso de autos, se observa que, efectivamente, tal y como sostuvo el a quo constitucional, el apoderado judicial del patrono supuesto agraviante (Representaciones Lumenca C.A.) reconoció, en la audiencia pública, la existencia del despido, así como su contumacia en darle cumplimiento a la providencia administrativa ordenante del reenganche y pago de los salarios caídos, cuando propuso el pago de los conceptos que preceptúan los artículos 125  y 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, a pesar de que había solicitado, en sede administrativa, autorización para el despido de la peticionante de amparo, en claro reconocimiento de su situación de inamovilidad laboral y, por ende, de la imposibilidad de sustitución de la obligación del reenganche, que sólo está permitida en los casos de estabilidad relativa.

En atención a todo lo que se explanó ut supra, y al reconocimiento del patrono de la existencia del despido y de su incumplimiento de la providencia administrativa ordenante del reenganche, esta Sala debe proceder, de manera imperiosa, a la confirmación del fallo objeto de consulta que expidió el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental y, por ende, a la declaración con lugar de la pretensión de amparo constitucional, y así se decide.
Por último, no puede la Sala soslayar el error en que incurrió el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo en la oportunidad cuando declaró su competencia para el conocimiento de la pretensión de amparo, pues, aun cuando se fundamentó, de manera acertada, en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales (por falta de tribunales con competencia en lo contencioso administrativo en esa localidad), sin embargo, señaló, como fundamento adicional para la atribución de competencia, que, en la oportunidad cuando esta Sala fijó el criterio sobre la competencia de los tribunales contencioso administrativo para el conocimiento de las pretensiones contra los actos administrativos dictados por las Inspectorías del Trabajo, así como para la resolución de los problemas sobre su ejecución (ss. SC n° 1318/01, del 02 de agosto, caso: Nicolás José Alcalá Ruiz; y n° 2862/02, del 20 de noviembre, caso: Ricardo Baroni Uzcátegui), se produjeron antes de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo (13.08.03), cuando “no se contaba con una jurisdicción especial en materia del trabajo, sobre la cual versan los derechos constitucionales cuya violación invocan las solicitantes del presente procedimiento de amparo”, y que, por la mayor idoneidad del Juez del Trabajo para el conocimiento de las supuestas violaciones de derechos constitucionales de esa naturaleza, se declaraba competente con fundamento en los artículos 9, 2 y 29.3 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Esta Sala Constitucional debe aclarar que aun cuando, ciertamente, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo era competente para el conocimiento de la pretensión de amparo (al igual que cualquier juzgado de la localidad, con independencia de su especialidad), esa competencia sólo le era atribuida con fundamento en el citado artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y la jurisprudencia de esta Sala (s.Sc n° 1.555/00, del 08 de diciembre, caso: Yoslena Chanchamire Bastardo), en razón de la inexistencia de un Juzgado Superior Contencioso Administrativo en esa Circunscripción Judicial, y no en virtud de su competencia en materia laboral (además, antes de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo existían tribunales con especial competencia en materia laboral), pues, en este caso, la especialidad por la materia no es atributiva de ésta, máxime cuando el caso que se analizó no es de naturaleza laboral, tal y como se señaló en los fallos tantas veces citados (ss SC n° 1318/01 y 2862/02), pues se pretende la ejecución de una providencia administrativa que dictó un ente dependiente de la Administración Pública Nacional. Por tanto, se insiste, la competencia correspondía a los tribunales contenciosos administrativos, y así se decide.

 

VII

DECISIÓN
Por las razones que fueron expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia objeto de consulta que dictó el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental el 5 de febrero de 2004, declara CON LUGAR la pretensión de amparo que planteó ADA LISBETH MARIN contra Representaciones Lumenca C.A., por su contumacia en el cumplimiento de la providencia administrativa n° 117, que dictó la Inspectoría del Trabajo del Estado Trujillo, y ORDENA a la agraviante la ejecución de la referida providencia administrativa. 

 

Publíquese, regístrese, devuélvase el expediente. Remítase copia certificada de la presente decisión al Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,   a los
13 días del mes de julio de dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.
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En virtud de la potestad que le confiere el artículo 53 del Reglamento de Reuniones de este Alto Tribunal, quien suscribe, Magistrado Antonio J. García García, consigna su opinión concurrente al contenido decisorio del presente fallo, en los siguientes términos:

Si bien quien suscribe está de acuerdo con la decisión adoptada por la mayoría sentenciadora, encuentra desacertado el criterio competencial utilizado por la Sala para conocer en consulta de las decisiones de amparo constitucional dictadas, en primera instancia, por los tribunales con competencia en la materia contencioso administrativa, ya que silenció absolutamente la entrada en vigencia de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia -que ocurrió el 20 de mayo de 2004-, que es, en definitiva, el instrumento jurídico que fija las competencias de cada una de las Salas de este Supremo Tribunal, conjuntamente con las leyes destinadas a regir la jurisdicción constitucional, contencioso administrativa y electoral, todavía sin dictarse.

En efecto, aunque ahora la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales sigue siendo la misma; no así la ley sobre este Máximo Tribunal.  La nueva ley sobre el Máximo Tribunal de la República, cónsona con la ya conocida competencia de amparo en poder de todos los tribunales, incluido el Supremo, incorporó normas sobre esta materia, lo que obligaba a la Sala a asumir la competencia en función de lo dispuesto en la indicada Ley.

En tal sentido, conforme lo estatuido en el artículo 5, numeral 19 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, es competencia de la Sala Constitucional “[c]onocer de las apelaciones de las sentencias dictadas por los Tribunales Contencioso Administrativos, cuando su conocimiento no estuviere atribuido a otro tribunal, con ocasión a la interposición de acciones autónomas de amparo constitucional”.  No obstante, la sanción de la mencionada Ley no ha eliminado la posibilidad de consulta, pese a no decir nada al respecto; sólo ha precisado cuáles son los supuestos de apelación.

Así, si esta Sala es tribunal de apelación en dos casos -y sólo ellos según los numerales 5 y 19 del artículo 5 de la Ley- será también tribunal para las consultas correspondientes, de manera que las consultas quedan también dentro de la competencia de esta Sala pero sólo para el caso de las sentencias respecto de los cuales cabría apelación ante ella, en aplicación del artículo 35 de la Ley de Amparo, según el cual toda sentencia es consultable si no se apela dentro del lapso, ante el juez que debería conocer de la apelación.

Ahora bien, aunque para la presente fecha los Tribunales Contencioso Administrativo no existen, puede suponerse o deducirse de un pequeño esfuerzo interpretativo que se encuentran comprendidas en dicho supuesto, por ahora, las decisiones dictadas por los Juzgados Superiores Contencioso Administrativo o por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo.  De manera que, siendo esta Sala competente para conocer de la presente consulta por disposición normativa, la sentencia concurrida debió haber hecho referencia expresa a los artículos 5.19 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia y 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales- para determinar su competencia.

Queda así expresado el criterio del Magistrado concurrente.

En Caracas,  fecha  ut supra.
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